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Resumen

Se hace especial consideración
sobre la migración laboral mexicana a
Estados Unidos, atendiendo al
Tratado de Libre Comercio de
América del Norte (TLCAN). Aparece
referencia sobre los Programas de
Protección Consular y Acuerdos sobre
Trabajadores Agrícolas Migratorios,
que no son tales. Por otra parte, se
identifica la Nueva Política

Migratoria del Gobierno Mexicano y
finalmente se determinan los
elementos para una estrategia
conjunta de la Sociedad Civil y del
Estado, sobre la migración laboral en
estudio, partiendo de unos criterios
básicos y considerando el marco
jurídico institucional y las acciones de
defensa de los derechos de los
trabajadores migrantes.

Palabras clave: Migración Laboral, Tratado de Libre Comercio, Protección
Consular, Política Migratoria.
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Mexican Labor Migration in Response to the
Northamerican Free Commerce Agreement

Abstract

Mexican labor migration to the
United States is studied in relation to
the North American Free Commerce
Agreement (TLCAN) References are
made to Consular Protection Pro-
grams and Migratory Agricultural
Labor Agreements which are not
correct. The new migratory policy of

the Mexican Government is identified
and the elements for a joint strategy
between the State and civil society
are identified, based on fundamental
criteria, and taking into conside-
ration the juridic institutional fra-
mework and the actions necessary to
defend the rights of migrant laborers.

Key words: Labor migration, Free Commerce Agreement, consular
protection, migratory policy.

1. Introducción

Frente a la actual ola antiinmi-
grante mexicana que se lleva a cabo
en el Congreso de Estados Unidos,
para intentar limitar la inmigración
tanto indocumentada como legal por
medio de nuevas iniciativas presenta-
das en el mismo a lo largo del año de
1999, la oficina encargada de la políti-
ca exterior de México sólo se mantiene
a la expectativa (Benavides, 1999).

Desde enero de 1999, los congresis-
tas estadounidenses han presentado
21 iniciativas encaminadas, la mayo-
ría de ellas, a reforzar las acciones an-
tiinmigrantes, y que van desde la
construcción de una nueva barda me-
tálica en la frontera con Chihuahua, y
la contratación de una gran cantidad
de agentes para la Patrulla Fronteri-

za, hasta declarar una moratoria que
prohibiría la migración legal hacia la
Unión Americana.

Entre las pocas iniciativas pro-in-
migrantes, se encuentra el proyecto
de ley H.R. 1485, Ley de Reunifica-
ción Familiar de 1999, presentado por
el Congresista Martin Frost, Demó-
crata por Texas, que brindaría la
oportunidad de realizar una “segunda
audiencia” para cientos de residentes
legales permanentes que fueron dete-
nidos por delitos menores, y que aho-
ra se encuentran encarcelados en-
frentando la deportación. En algunos
casos, la ley eliminaría el que los resi-
dentes legales permanentes sean su-
jetos a un castigo retroactivo, y asegu-
raría que los individuos que pasaron
por el proceso de sentencia antes de
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1996 (cuando se aprobaron las nuevas
leyes sobre inmigración) sean consi-
derados bajo las reglas vigentes en
esa época (Frost, 1999).

Esta ofensiva en contra de los inmi-
grantes se lleva a cabo, por un lado, en
el marco de las elecciones presidencia-
les del año 2000 en ese país, lo que im-
plica que, como en cada coyuntura
electoral, ambos partidos -el Demó-
crata y el Republicano- utilicen a los
migrantes indocumentados como los
chivos expiatorios de los males que
aquejan a esa nación (desempleo, ba-
jos salarios, narcotráfico, violencia,
delincuencia, etc.): Y por el otro lado,
como consecuencia de los crecientes
flujos migratorios que siguen llegan-
do a ese país, principalmente desde el
nuestro, debido a la incapacidad del
gobierno mexicano y de los capitales
nacionales y extranjeros para generar
suficientes empleos remunerativos
que satisfagan la demanda de la po-
blación laboral mexicana, así como del
persistente crecimiento de la miseria
en México.

De acuerdo con un análisis del Ban-
co Mundial, fechado en septiembre de
1999, “la pobreza permanece de forma
extendida y persistente, con 27 millo-
nes de personas, 28.6 por ciento de la
población total del país, clasificados
como pobres”. Más preocupante
-calificó el organismo multilateral-

“es el hecho de que la proporción de
pobres en México se haya incremen-
tado desde 1989, a pesar del rápido
crecimiento económico. Mientras la
impresionante recuperación econó-
mica del período 1997-1998 ha pro-
bablemente reducido la proporción
de pobres, la ganancia obtenida en la

reducción de la pobreza desde la mi-
tad de la década de los años 80, que
fue borrada por la crisis bancaria de
1995, todavía no ha sido restableci-
da” (González Amador, 1999).

Desde los primeros regímenes
postrevolucionarios, con excepción
del de Lázaro Cárdenas, el gobierno
mexicano no ha tenido una política
económica efectiva para evitar que
los mexicanos emigren en grandes
cantidades a los Estados Unidos, y
para evitar la violación de los dere-
chos humanos y laborales así como
las grandes deportaciones de esos
migrantes en épocas de crisis y rece-
sión económicas de esa nación. De
hecho, la política del gobierno mexi-
cano sobre los trabajadores migran-
tes ha sido precisamente la de no te-
ner una política definida sobre la
problemática de la migración, es de-
cir, ha seguido la política de no hacer
política (García y Griego y Verea,
1988), debido principalmente a dos
factores: el primero que la migración
ha sido una válvula de escape; y se-
gunda que las remesas enviadas por
los trabajadores migrantes, repre-
sentan una de las principales fuen-
tes de divisas para el país. Oficial-
mente, se calcula que en 1995 las re-
mesas alcanzaron una cifra total
considerable de entre 2.5 y 3.9 mil
millones de dólares (Informe del Es-
tudio Binacional de Migración,
1997, p. 42).

Esto ha llevado al gobierno mexica-
no -al menos durante la última década-
a crear algunos mitos alrededor de la
problemática migratoria para justificar
su incapacidad, y su resistencia para
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hacer frente a la misma de manera in-
tegral (Sandoval y Guerrero, 1997):
a) En primer lugar, y ante cada ola

anti-inmigrante, el gobierno mexi-
cano argumenta que son los secto-
res racistas del gobierno y la socie-
dad estadounidenses los culpables
de la xenofobia y la violencia en
contra de los inmigrantes, princi-
palmente los indocumentados.
Esta, sin embargo, es sólo parte de
la explicación, pues han sido am-
bos gobiernos -en encubierta com-
plicidad- los culpables de esta si-
tuación, como intentaremos mos-
trar más adelante.

b) En segundo lugar el gobierno me-
xicano no ha querido impulsar
acuerdos bilaterales sobre los tra-
bajadores migratorios que impli-
quen el reconocimiento total de los
derechos laborales de los mismos,
lo que incidiría en la política sobre
inmigración de los Estados Uni-
dos, bajo el pretexto de que ésta es
una cuestión de soberanía de la
Unión Americana. Sin embargo,
en términos de derecho internacio-
nal público, la soberanía de una
nación no puede ser absoluta en
tanto afecta los intereses sobera-
nos de otra nación, como en el caso
que nos ocupa, ya que el problema
migratorio es una cuestión estruc-
tural a ambos países, al estar en-
raizado históricamente en las dos
economías.
El gobierno mexicano ha tenido en

los últimos tres regímenes, al menos
tres grandes oportunidades para tra-
tar de incidir en la política estadouni-

dense sobre inmigración, sin haberlo
realizado bajo diversos supuestos:
1. No participar en los debates que

llevaron al establecimiento, del
Acta de Control y Reformas a la
Inmigración de 1986 (IRCA-
1986), comúnmente conocida
como Ley Simpson Rodino, bajo el
supuesto de ser una medida sobe-
rana de Estados Unidos.

2. Excluir de las negociaciones del
Tratado de Libre Comercio a los
trabajadores migratorios, bajo el
supuesto de que se trataba de un
acuerdo comercial y no de migra-
ción; y también bajo el supuesto
de que Estados Unidos presionó a
México y Canadá para que esta
cuestión no se incluyera en las ne-
gociaciones.

3. No participar en los debates en
Estados Unidos sobre inmigra-
ción indocumentada y documen-
tada los cuales llevaron al esta-
blecimiento de tres leyes (Acta de
Reforma a la Inmigración Ilegal y
la Responsabilidad de los Inmi-
grantes, 1996; Acta de Antiterro-
rismo y Pena de Muerte Efectiva,
1996; y Acta de Responsabilidad
Personal y Reconciliación de
Oportunidades de Trabajo, 1996),
bajo el mismo supuesto de ser una
cuestión soberana de ese país.

Sin embargo, el régimen mexicano
ha reconocido, por medio de su Canci-
llería, que esta problemática se ha
vuelto un problema de primer orden
para las relaciones entre ambos paí-
ses después de haberse aprobado el
TLCAN. Jorge Castro-Valle, entonces
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Director General para América del
Norte de la Secretaría de Relaciones
Exteriores, al participar en el Semi-
nario “New Directions in United Sta-
tes-Mexico Relations”, organizado por
la Carnegie Endowment for Interna-
tional Peace, en la semana del 19 de
julio de 1994 en Washington, D.C.,
planteó que a partir de la entrada en
vigor del TLCAN en enero de ese año,
la cuestión de los trabajadores migra-
torios se volvió la “prueba de fuego”
para la capacidad de los dos países de
trabajar conjuntamente.

2. La Migración Laboral
Mexicana a Estados Unidos

y el Tratado de Libre Comercio
de América del Norte

El gobierno mexicano ha apostado,
junto con el estadounidense, a que la
solución al problema migratorio se
dará a largo plazo por los beneficios
que traerá el Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte (TLCAN). De
hecho, esta cuestión se definió desde
antes de las negociaciones del mismo,
a partir de la aprobación de la Ley
Simpson- Rodino, en la cual se esta-
bleció un mandato para que el Con-
greso estadounidense creara, con
miembros de los partidos Demócrata
y Republicano, la Comisión para el
Estudio de la Migración Internacional
y el Desarrollo Económico Cooperati-
vo. La Sección 601 del Acta de Refor-
ma y Control de la Inmigración, Ley
Pública 99-603, del 6 de noviembre de
1986, o Ley Simpson-Rodino, a la le-
tra dice:

“La Comisión, en consulta con los
gobiernos de México y otros países

expulsores de mano de obra en el he-
misferio occidental, examinarán las
condiciones que contribuyan, en
México y los otros países menciona-
dos, a la inmigración no autorizada
a los Estados Unidos y (deberá ex-
plorar) programas de inversión y co-
mercio recíproco benéficos mutua-
mente para aliviar tales condicio-
nes” (Immigration Reform and Con-
trol Act, 1986. Public Law).

La Comisión fue instaurada, pues,
para informar al Presidente y al Con-
greso de los Estados Unidos sobre los
programas necesarios para aliviar di-
chas condiciones. Los doce miembros
de ésta fueron nombrados por el Con-
greso con representantes del mismo,
del gobierno federal y de los estatales
-de las entidades con mayor inmigra-
ción-, de la academia y del sector pri-
vado; y llevó a cabo entre los años de
1988 y 1990 una serie de audiencias
públicas en las cuales presentaron
testimonio decenas de funcionarios de
gobierno, académicos, religiosos, acti-
vistas de los derechos humanos de los
inmigrantes y refugiados, líderes co-
munitarios, y otros.

Al mismo tiempo se llevaron a cabo
diversas investigaciones por parte de
especialistas de Estados Unidos, Mé-
xico, Centroamérica y el Caribe, enfo-
cados a responder a dos cuestiones
planteadas como objetivo de dicha co-
misión: a) las condiciones que contri-
buyeron a la migración no autorizada
de países del hemisferio occidental a
Estados Unidos; y, b) las iniciativas
de desarrollo económico que podrían
ser tomadas de manera cooperativa
para aliviar las presiones que causan
la emigración en los países expulsores
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(Commission for the Study of Interna-
tional Migration and Cooperative
Economic Development, 1990).

En México, la Comisión trabajó
muy estrechamente con el Consejo
Nacional de Población (CONAPO)
-una entidad intersecretarial-, el
cual fue designado por Miguel De La
Madrid para ser la contraparte ofi-
cial. Dieciséis de los estudios realiza-
dos conjuntamente en México, inclu-
yendo la selección de investigadores
calificados, fueron decididos en con-
sulta con CONAPO (Consejo Nacio-
nal de Población, 1992). La Comisión
también trabajó estrechamente con
El Colegio de México en el diseño de
los estudios llevados a cabo por aca-
démicos mexicanos. Otros estudios
sobre México se realizaron en coope-
ración con centros de investigación
de las Universidades de Texas en
Austin, y de California en San Diego,
dirigidos por Sidney Weintraub y
Wayne Cornelius, respectivamente.

La Comisión Ascencio, llamada así
también por el apellido de su presi-
dente, presentó su informe final el 6
de julio de 1990, en el cual establece
algunas recomendaciones que, según
Diego Ascencio, fueron bien recibidas
por los gobiernos de los países involu-
crados. Según este informe (Commis-
sion for the Study of International Mi-
gration and Cooperative Economic
Development), después de las audien-
cias domésticas y de las investigacio-
nes se confirmaron dos conclusiones
fundamentales:

“1. Aunque hay otros factores impor-
tantes, la búsqueda de oportunida-
des económicas es la motivación pri-

maria de la mayor parte de la migra-
ción no autorizada a Estados Uni-
dos.

2. Mientras que el crecimiento eco-
nómico para la creación de empleos
es la solución última para la reduc-
ción de estas presiones migratorias,
el proceso del desarrollo económico
mismo tiende a estimular la emigra-
ción, a corto y mediano plazos, al le-
vantar expectativas y facilitar la ca-
pacidad de la gente para emigrar. El
desarrollo y la disponibilidad de
nuevos y mejores trabajos en su
país, sin embargo, es la única mane-
ra para disminuir las presiones mi-
gratorias con el tiempo."

La Comisión, apunta el informe,
“ESTA CONVENCIDA DE QUE UN
AMPLIO COMERCIO ENTRE LOS
PAÍSES EXPULSORES DE MANO
DE OBRA Y LOS ESTADOS UNI-
DOS ES, A LARGO PLAZO, EL RE-
MEDIO MAS IMPORTANTE PARA
SOLUCIONAR EL PROBLEMA
QUE LE FUE MANDADO ANALI-
ZAR.” (mayúsculas nuestras)

Para la Comisión, las consecuen-
cias de la migración no deben anu-
lar necesariamente otras conside-
raciones en la formulación de políti-
cas, pero deben recibir atención ex-
plícita.

Las recomendaciones de la Comi-
sión se refieren fundamentalmente a
“IMPULSAR UNA MAYOR INTE-
GRACIÓN ECONÓMICA DE LOS
PAÍSES EXPULSORES A ESTADOS
UNIDOS A TRAVÉS DE ACUER-
DOS DE LIBRE COMERCIO” (ma-
yúsculas nuestras). Entre las reco-
mendaciones específicas que se refie-
ren al caso de México, destacan las si-
guientes:

52

La Migración Laboral Mexicana                 __________________________________________



“- Los Estados Unidos deberían ace-
lerar el desarrollo de un área de li-
bre comercio México-Estados Uni-
dos, y alentar la incorporación con
Canadá a un área de libre comercio
norteamericana (...)

- Los Estados Unidos deberían exa-
minar el efecto del libre comercio
norteamericano sobre el comercio de
otros países del hemisferio occiden-
tal, para minimizar cualquier dato.
También deberían apoyar un comer-
cio libre más amplio dentro del he-
misferio, pero deberían permitir que
la iniciativa viniera de los países in-
teresados (...)

- Los Estados Unidos deberían apo-
yar las peticiones de fondos a las ins-
tituciones financieras internaciona-
les para el mejoramiento de infraes-
tructura en regiones del interior de
México capaces de albergar activi-
dades de maquiladoras (...)

- Los países expulsores de migrantes
deberían fomentar la moderniza-
ción tecnológica fortaleciendo y ase-
gurando la protección de la propie-
dad intelectual, y removiendo los
impedimentos existentes para la in-
versión (...)

- Las instituciones financieras inter-
nacionales deberían dar prioridad a
los proyectos de desarrollo que se
enfoquen al crecimiento descentra-
lizado de las regiones más pobres de
México (...)

- Si se concluye un acuerdo de libre
comercio México-Estados Unidos, o
se desarrolla un acuerdo de libre co-
mercio norteamericano, la cuestión
de la estructura debería ser conside-
rada en las negociaciones y ser parte
del acuerdo (...)"

En esta perspectiva, resulta claro
que al apostarle todo al TLCAN, el go-

bierno mexicano aceptó tácitamente
las reglas del juego impuestas unila-
teralmente por Estados Unidos en lo
que respecta a la migración, entre
muchos otros factores. Ambos gobier-
nos consideran que la liberalización
económica y comercial de nuestro país
fijará, a largo plazo, a la mano de obra
migratoria en su propio territorio. Se
observa claramente cómo el manejo
de la problemática migratoria hoy en
día por parte de los dos regímenes gu-
bernamentales, se apega estrecha-
mente a las recomendaciones de la
Comisión Ascencio, la cual, sin em-
bargo no propone soluciones a corto y
mediano plazos.

Los graves problemas migratorios
de nuestro país no van a resolverse
tan fácilmente como lo plantean las
recomendaciones de la mencionada
comisión, aunque se establezca que la
solución es a largo plazo, ya que si hoy
existe un déficit de empleo de grandes
proporciones en México, es muy difícil
aceptar que éste se va a solucionar
con la liberalización económica, que
hasta ahora no ha hecho sino provo-
car un gran desempleo.

Y aún a largo plazo no se prevé que
la migración hacia Estados Unidos
vaya a dejar de fluir, aún si no hu-
biera un excedente de la fuerza labo-
ral para entonces, debido “al juego de
factores económicos de expulsión-a-
tracción”, como lo planteara uno de
los principales promotores e ideólogos
del TLCAN y de la vinculación a éste
del fenómeno migratorio, Sidney
Weintraub (1989).

Debemos considerar que dentro de
este “juego de factores de atracción-
expulsión”, la economía estadouni-
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dense dependerá para su crecimiento
en las próximas décadas de la fuerza
laboral de las minorías raciales y étni-
co-nacionales (afroamericanos, chica-
no-latinos, asiáticos), mujeres y de los
inmigrantes, por cuestiones funda-
mentalmente demográficas -por el en-
vejecimiento de la población estadou-
nidense en general y de los angloame-
ricanos en particular-, sobre todo si
estos inmigrantes tienen un perfil de
mayor calificación (Sandoval, 1995).

De acuerdo con el análisis sobre las
perspectivas futuras de la migración
de mexicanos a Estados Unidos, en el
marco de la situación demográfica en
México para 1999 realizado por CO-
NAPO (Consejo Nacional de Pobla-
ción, 1999), sus resultados sugieren
que el fenómeno migratorio entre Mé-
xico y Estados Unidos continuará
siendo una realidad continua y per-
manente entre ambos países. A partir
de un ejercicio prospectivo llevado a
cabo por los analistas de CONAPO, se
construyeron cuatro escenarios alter-

nativos, tomando en cuenta la direc-
ción en la que operan las variantes re-
levantes y descanso en la simulación
de sus valores durante un horizonte
de 34 años (1997-2030).

Los cuatro escenarios se presentan
de la siguiente manera: Hipótesis A:
Economía alta y remesas per cápita
constantes; Hipótesis B: Economía
baja y remesas per cápita constantes;
Hipótesis C: Economía alta y reme-
sas per cápita que aumentan; Hipó-
tesis D: Economía baja y remesas per
cápita que aumentan.

De acuerdo con los analistas de
CONAPO, los resultados de este
ejercicio exploratorio indican que
las tasas de emigración tenderían a
disminuir bajo los escenarios econó-
micos más favorables (A y C), aun-
que los montos anuales se incremen-
tarían gradualmente como conse-
cuencia de una población base cada
vez mayor y del peso que todavía
ejerce la inercia demográfica (véase
cuadro 1). Por el contrario, los esce-
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Cuadro 1
Número Anual de Emigrantes Mexicanos hacia Estados Unidos.

1996-2030, según Diferentes Hipótesis

Año Tasas de emigración
constantes

Hipótesis

A B C D

1996 346 066 346 066 346 066 346 066 346 066

2000 369 190 365 759 375 475 369 174 378 758

2005 389 093 380 822 405 504 387 948 411 991

2010 403 485 389 786 430 383 399 871 439 086

2015 418 599 398 606 456 452 411 064 466 609

2030 434 951 396 560 503 444 412 725 514 314



narios B y D tienden a intensificar las
presiones migratorias, lo que se refle-
ja simultáneamente en tasas y mon-
tos de emigración mayores. A su vez,
la hipótesis de tasas constantes gene-
ra resultados intermedios, aunque
cabe aclarar, apuntan los analistas,
que los montos absolutos resultantes
son más cercanos a los obtenidos con
los escenarios A/C. Cabe hacer notar
también que las diferencias entre el
flujo anual de emigrantes que resulta
de la utilización de los escenarios A/C
y B/D tienden a incrementarse con el
tiempo.

Para estos analistas, llama la aten-
ción que, aun en condiciones económi-
cas relativamente óptimas (hipótesis
A y C), la emigración proseguiría su
curso tanto en el corto y mediano pla-
zos como en un horizonte de tiempo
mayor, impulsada por la escala alcan-
zada por el fenómeno migratorio y sus

efectos acumulativos en el tiempo.
Este hecho -apuntan- se advierte en
la presencia cada vez mayor de la po-
blación nacida en México que reside
en la Unión Americana, y en la cons-
tante ampliación de las complejas re-
des que vinculan a las comunidades
de origen con las de destino para darle
persistencia al flujo, no obstante que
las condiciones económicas tiendan a
cambiar.

Finalmente, apuntan los mencio-
nados analistas, como consecuencia
de la eventual persistencia de los flu-
jos de emigración hacia Estados Uni-
dos, se prevé que la población nacida
en México residente en el vecino país
podría verse incrementada significa-
tivamente bajo cualquiera de los esce-
narios previstos (véase cuadro 2).

Véase de la manera en que se vea,
en función de los escenarios previs-
tos, la emigración de trabajadores
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Cuadro 2
Población Nacida en México Residente en Estados Uni-

dos,
1996-2030, Según Diferentes Hipótesis

Año Tasas de emigración
constantes

Hipótesis

A B C D

1996 7 033 361 7 033 361 7 033 361 7 033 361 7 033 361

2000 8 173 689 8 167 004 8 186 562 8 173 825 8 193 194

2005 9 654 526 9 619 614 9 722 447 9 652 320 9 753 198

2010 11 150 762 11 063 513 11 322 320 11 137 468 11 389 405

2015 12 647 260 12 480 863 12 971 142 12 607 641 13 082 351

2030 16 885 995 16 322 957 17 945 220 16 646 252 18 100 786



mexicanos no va a detenerse, lo cual
muestra el falso puente tendido entre
el libre comercio y la dimensión mi-
gratoria.

3. Programas de Protección
Consular: Tibios e Insuficientes.
y Acuerdos Sobre Trabajadores

Agrícolas Migratorios
que no son Acuerdos

Como se ha mostrado en el aparta-
do anterior, para el gobierno mexica-
no -al igual que para el estadouniden-
se- la única solución posible para en-
frentar la problemática migratoria a
largo plazo supuestamente sería la li-
beralización económica y comercial de
nuestro país. Es por ello que dicho go-
bierno no ha querido negociar ningún
acuerdo laboral a corto y mediano pla-
zos con Estados Unidos sobre trabaja-
dores inmigrantes; y tampoco ha im-
pulsado medidas más drásticas para
exigir y para terminar con la violencia
ejercida en contra de los inmigrantes
de nuestro país, particularmente a lo
largo de la frontera común, la cual se
ha venido militarizando aún más para
tratar supuestamente de detener la
inmigración indocumentada (véase
Dunn, 1996; Sandoval, 1993; y, Pala-
fox, 1996).

En busca de tener mayor peso mo-
ral para respaldar los reclamos diplo-
máticos a Estados Unidos por las vio-
laciones a nuestros connacionales, y
como parte de la estrategia oficial, el
gobierno de Zedillo ha hecho un reco-
nocimiento público de que en nuestro
país si se violan los derechos humanos
de los inmigrantes -principalmente
centroamericanos- que entran por
nuestra frontera sur, como lo muestra

el informe sobre esta problemática
presentado en 1995 por la Comisión
Nacional de Derechos Humanos (Co-
misión Nacional de Derechos Huma-
nos, 1995).

Sin embargo, las notas y reclamos
diplomáticos al gobierno estadouni-
dense, las peticiones oficiales a la
ONU y a la Corte Interamericana de
Derechos Humanos de la OEA por
parte del gobierno mexicano, para
que analicen la violencia en contra de
los indocumentados en la frontera; así
como las medidas de protección a los
mexicanos en Estados Unidos, instru-
mentadas por las oficinas consulares
en esa nación, no han sido suficientes
para detener tal violencia y violación
de los derechos de nuestros connacio-
nales en continuo crecimiento.

En esta área de la protección de los
nacionales, Los “Memoranda de en-
tendimiento” (o “pactos de caballe-
ros”) negociados en el marco del Gru-
po de Trabajo sobre Migración y
Asuntos Consulares de la Comisión
Binacional México-Estados Unidos
(la más reciente de estas reuniones se
celebró en la Ciudad de Oaxaca, los
días 8 y 9 de septiembre de 1999), a lo
más que han llegado es a establecer
un compromiso para fomentar el res-
peto a los derechos humanos de los
migrantes. Entre las acciones concre-
tas de estos pactos, se pueden mencio-
nar la facilitación del desempeño de
las funciones consulares -como notifi-
cación de sus derechos a los migrantes
detenidos (aunque después sean de
todas maneras deportados), acceso a
las representaciones consulares o
presencia de funcionarios consulares
en los procesos judiciales-, la mejoría
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en la coordinación de las deportacio-
nes, intercambio de información y una
colaboración más estrecha en la lucha
contra los traficantes de migrantes
(es, decir, hacerle la labor sucia a las
autoridades migratorias estadouni-
denses), entre otros aspectos. Todo
ello, sin embargo, no ha logrado inci-
dir en disminuir la violencia en contra
de los inmigrantes que intentan cru-
zar la frontera sin documentos.

Por ejemplo, las prácticas de la Pa-
trulla Fronteriza en los limites de Ca-
lifornia en el marco del Operativo
Guardián, puesto en vigor por el go-
bierno estadounidense desde media-
dos de los 1990s, ha provocado la
muerte de más de 430 migrantes indo-
cumentados en esa región fronteriza.
Lo cual ha llevado a la Alta Comisio-
nada para los Derechos Humanos de
la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU), Mary Robinson, a expre-
sar el pasado 26 de agosto de 1999 en
San Diego, California, la preocupa-
ción del organismo por tales muertes.
Robinson, visitará México en noviem-
bre de este mismo año y mencionó la
posibilidad de hacer un recorrido por
la frontera californiana, respondien-
do a las cartas enviada por la Unión de
Libertades Civiles Estadounidenses
(ACLU) y a la Fundación para la Asis-
tencia Rural Legal de California
(CRLAF). Dichas organizaciones de-
nunciaron este año ante la Comisión
de Derechos Humanos de la ONU y la
Comisión Interamericana de los Dere-
chos Humanos de la Organización de
Estados Americanos (OEA), las men-
cionadas muertes de mexicanos (El
Financiero, 27-VIII-1999).

Pero también al interior de los Esta-
dos Unidos se ha incrementado la vio-
lencia contra nuestros connacionales.
Así, después de la aprobación de la ley
187 en California (la cual fue derogada
recientemente sin que haya sido pues-
ta en vigor en algún momento), han
aumentado los delitos de odio y las ac-
ciones discriminatorias y de violencia
por parte de policías contra los latinos
(Coalition for Humane Immigrant
Rights of Los Angeles, 1995).

Ante los reclamos de diversos sec-
tores políticos, sociales, sindicales y
de derechos humanos de la sociedad
mexicana para que el gobierno asuma
una posición más congruente en la de-
fensa de los derechos de los inmigran-
tes, algunas comisiones del Congreso,
diputados y senadores priístas, aca-
démicos con posiciones oficialistas, y
otros altos funcionarios del gobierno,
han comenzado a plantear la necesi-
dad de establecer algún tipo de acuer-
do bilateral con Estados Unidos sobre
los trabajadores inmigrantes. De he-
cho, la Canciller Rosario Green tuvo
que aceptar ante la Cámara de Dipu-
tados en septiembre de 1998, que el
gobierno mexicano estaba analizando
una iniciativa estadounidense para
establecer un programa de trabajado-
res agrícolas temporales.

Y, en efecto, en el mes de noviem-
bre de 1998, el Congreso estadouni-
dense se aprestaba a aprobar una me-
dida denominada Agriculture Job
Opportunity and Security Act of 98,
que de lograr instrumentarse, abriría
una vez más las puertas a cientos de
miles de trabajadores temporales
para integrarse a los campos agríco-
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las, sujetosa la explotación y miseria
de programas de este tipo. Tal medi-
da forma parte del proyecto de ley de
apropiación de fondos para los depar-
tamentos de Justicia, Estado y Co-
mercio durante el año fiscal de 1999,
y había sido aprobada ya por el Sena-
do poco antes de que ese órgano legis-
lativo levantara sus sesiones a fina-
les de julio de 1998, con motivo del re-
ceso de verano. Sólo falta la anuencia
de la Cámara de Representantes y la
conciliación con la versión senatorial,
para que sea enviada a la Casa Blan-
ca y sea firmada por el presidente Wi-
lliam Clinton (Basauri, 1998; Bena-
vides, 1998).

De acuerdo con quienes apoyan la
también denominada Medida de Tra-
bajadores Huéspedes, ésta vendrá a
solucionar la escasez de mano de obra
que los agroindustriales estadouni-
denses enfrentan en esta época de
modernización tecnológica, para la
que la actual planta de trabajadores
agrícolas, de 1.6 millones, ha resulta-
do insuficiente, aun a pesar de inun-
daciones, heladas y sequías que han
afectado los campos de ese país en los
últimos años.

Esta propuesta está siendo apoya-
da fuertemente por los agroindustria-
les para hacer frente a los incipientes
éxitos de sindicalización, que han sido
logrados por los trabajadores agríco-
las de Carolina del Norte, Montana,
Connecticut y Vermont.

Hasta ahora los trabajadores tem-
porales sólo pueden entrar a Estados
Unidos con la visa denominada H2-A,
que determina que todos los patrones

que soliciten jornaleros bajo esa pre-
misa migratoria deberán demostrar
que no hay trabajadores nacionales
disponibles, pagar los salarios que im-
peren en la zona donde se realice el
trabajo, además de proveer vivienda
en forma gratuita, que deberá satisfa-
cer todos los estándares exigidos por
el gobierno en materia de habitación
para trabajadores migrantes.

Bajo el programa aprobado por el
Senado, la responsabilidad de com-
probar la disponibilidad de trabajado-
res nacionales recaerá en el gobierno
federal, los patrones no estarán obli-
gados a proporcionar la vivienda y
sólo garantizarán que los trabajado-
res como grupo ganarán el salario mí-
nimo en promedio, por lo que el pago
en forma individual quedará a discre-
ción de los agroindustriales. Por lo
cual este programa contendrá reque-
rimientos menos estrictos que el Pro-
grama Bracero original, aunque am-
bos comparten la misma falla: no ofre-
cen ningún mecanismo que permita a
los jornaleros hacer valer sus dere-
chos, no obstante que en los dos se in-
cluyan medidas diseñadas para pro-
teger al propio trabajador.

Este nuevo Programa Bracero es la
manifestación de la “modernización”
en las practicas laborales de la
agroindustria estadounidense, cuya
principal premisa es que la mano de
obra debe estar sometida a las mis-
mas dinámicas de la oferta y la de-
manda a las que se sujetan sus pro-
ductos en el mercado. “Si queremos
ser competitivos, debemos controlar
todos los aspectos de la producción, y
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el trabajador es parte sustancial”, en-
fatiza Robert B. Krugmann, represen-
tante de los agroindustriales de Cali-
fornia (Basauri, op. cit.).

De acuerdo con información de la
Cancillería mexicana, personal de
esta dependencia sostuvo contactos
con autoridades del Departamento de
Estado y del Congreso estadouniden-
se, en los que se analizaron los puntos
que podrían resultar desfavorables
para los migrantes. Entre los factores
positivos de esta ley, de acuerdo con
un funcionario de la SRE, “que se
abrirá la posibilidad para que se reali-
cen nuevas contrataciones de trabaja-
dores migrantes mexicanos; que se re-
gularizará la situación de muchos tra-
bajadores migrantes mexicanos, prin-
cipalmente.” Sin embargo, en el Estu-
dio Binacional México-Estados Uni-
dos sobre Migración, autorizado por
los dos gobiernos a través de la Comi-
sión Binacional México-Estados Uni-
dos en 1997, y realizado por expertos
académicos de ambas naciones, se su-
giere a los gobiernos no realizar este
tipo de programas. El estudio afirma
que históricamente estos programas
resultan contraproducentes y alien-
tan la migración indocumentada ha-
cia Estados Unidos (Informe del Estu-
dio Binacional de Migración, op. cit.).

Sin embargo, los mandatarios de
ocho entidades de México y Estados
Unidos reunidos en la 17 Conferencia
de Gobernadores fronterizos, realiza-
da en Tijuana, B.C,. el 10 de septiem-
bre de 1999, acordaron impulsar en
sus respectivos países un programa
de trabajadores huéspedes mexicanos
en la nación vecina. La intención es
que dicho plan resuelva la falta de em-

pleo en este lado de la frontera y la de-
manda de mano de obra en Estados
Unidos, lo cual propicia el fenómeno
migratorio. La propuesta presentada
por la gobernadora de Arizona, Jane
Dee Hull, recibió el respaldo unánime
de los mandatarios, quienes a su vez
se comprometieron a continuar apo-
yando la expansión del programa H-2
para trabajadores temporales que
opera en Estados Unidos, y coadyuvar
a satisfacer la demanda laboral en el
sector agroindustrial y de servicios
(Cornejo, 1999).

Poco después de este encuentro, la
gobernadora de Arizona solicitó a la
administración del presidente Wi-
lliam Clinton rondas para proporcio-
nar empleos a los indocumentados,
como parte de un proyecto piloto que
podría ser adoptado por los demás es-
tados fronterizos con México. La go-
bernadora dijo que el departamento
de Seguridad Económica podría iden-
tificar los puestos de trabajo vacantes
que pueden cubrir los indocumenta-
dos mediante un sistema de trabaja-
dores huéspedes (Notimex, 1999). Por
su parte, y antes del encuentro de go-
bernadores fronterizos, el gobernador
de Sonora, Armando López Nogales,
planteó que las autoridades de Sono-
ra promoverán ante Estados Unidos
un acuerdo bilateral que permita re-
gular la contratación de mano de obra
mexicana en el vecino país, así como
proteger los derechos de los connacio-
nales agredidos por autoridades esta-
dounidenses en su intento por cruzar
la frontera ilegalmente (García y Va-
ladez, 1999).

Sin embargo, como apunta Raúl
Ramírez (Ramírez Baena, 1999), Di-
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rector del Centro de Apoyo al Migran-
te en Tijuana, B.C. y miembro de la
Academia de Derechos Humanos de
Baja California, A.C.,

“Interesante resultó la XVII Confe-
rencia de Gobernadores Fronterizos
que se llevó a cabo los días 9 y 10 de
septiembre pasado en Tijuana, B.C.
La propuesta que hizo la Goberna-
dora de Arizona Jane Dee Hull, para
implementar un nuevo Programa
Bracero que “legalice” el ingreso de
trabajadores a los Estados Unidos,
tuvo plena acogida entre los gober-
nantes asistentes a la Conferencia.
Sólo que en la visión de la goberna-
dora, para que se den estas condicio-
nes es necesario que se refuerce el
control fronterizo (el mismo que ha
causado la muerte de tantos mi-
grantes). “La migración que no tiene
documentos, no tiene otro camino
que regresar a casa”, dijo.
Esta propuesta, en esencia, coincide
con las ideas expresadas por el Go-
bernador de Texas, George Bush,
que hacía precampaña por la Presi-
dencia de los Estados Unidos en Ca-
lifornia al tiempo en que se desarro-
llaba la Conferencia en Tijuana, de-
sairando así a sus homólogos. En el
estado con más inmigrantes, Bush
mostraba sus simpatías por la falle-
cida Proposición 187, y hablaba
también de la necesidad de reforzar
los operativos fronterizos, manifes-
tándose en favor de las punitivas re-
formas de 1996 a la Ley de Inmigra-
ción Ilegal y Responsabilidad de In-
migrantes, que criminaliza a los in-
documentados en aquel país.

En la concepción de la propuesta, se
habla de ofrecer empleo a trabajado-
res documentados temporales, como
una manera de resolver el flujo “ile-

gal” de inmigrantes y los peligros
que esto conlleva, así como la falta
de mano de obra en el sector prima-
rio, principalmente en los estados
sureños de la Unión Americana. En
primer lugar, no es ocioso aclarar
que los trabajadores indocumenta-
dos no son “ilegales”, aunque la le-
gislación federal estadounidense así
lo establezca. Ello contraviene el
marco del Derecho Internacional,
que califica la acción de ingresar sin
documentos a otro país como una
falta administrativa que se castiga,
cuando más, con la repatriación. En
segundo lugar, es un hecho evidente
que los Estados Unidos necesitan la
mano de obra de los inmigrantes, le-
gales o no. Según las Cámaras de
Comercio e Industriales de los Esta-
dos Unidos, y el propio Banco Mun-
dial, se anuncia en este país una cri-
sis laboral por el déficit de mano de
obra en los sectores primario y se-
cundario.

Un Programa Bracero tiene varias
aristas, pero por donde se le vea, no
puede ser presentado como “la solu-
ción” al asunto migratorio por las si-
guientes razones:

1. Por los bajos salarios que se pa-
gan en México, la oferta de mano
de obra para trabajar en los Esta-
dos Unidos es exorbitante (ojo: no
hablamos ahora de desempleo,
sino de bajos ingresos). Ahora
bien, en nuestro país, cada año se
incorporan al mercado laboral
aproximadamente 1.1 millones de
jóvenes, que debemos sumar a los
9 millones de empleos no genera-
dos durante los sexenios de Sali-
nas y Zedillo. A ninguno de ellos
se les ofrece alternativa de traba-
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jo fijo con ingreso digno. ¿Es en-
tonces un Programa Bracero la so-
lución al flujo incontrolado?

2. El carácter de “temporal” de la es-
tancia de trabajadores, como se
plantea, es contrario a la tenden-
cia de los trabajadores migrato-
rios de quedarse a trabajar indefi-
nidamente en los Estados Unidos,
y hasta llevarse a la familia. De
otra manera, como sucedía con el
Programa Bracero, mediante es-
trictos controles patronales y mi-
gratorios los trabajadores ten-
drían que ser trasladados, vigila-
dos y regresados al país al termi-
nar el contrato, lo cual conlleva
serias violaciones de sus derechos
humanos, pues significa mante-
nerlos cautivos en los campos de
trabajo, como se hacían antes. Re-
cordemos también que los “con-
tratistas” del Programa Bracero
original son los precursores de los
ahora llamados polleros, coyotes o
pateros. En un nuevo programa,
los trabajadores huéspedes no se
librarían de estos personajes. ¿Fi-
rmaría el gobierno de México un
acuerdo en estas condiciones? De
no recurrir a los “contratistas”,
entonces el gobierno mexicano
tendría que seleccionar a los agra-
ciados, con las consecuentes prác-
ticas corporativas ya conocidas.

3. La propuesta no toma en cuenta a
las comunidades de mexicanos en
los Estados Unidos, quienes han
demandado reiteradamente la le-
galización migratoria de los tra-
bajadores que ya viven y trabajan
en aquel país. Recordemos que el

Presidente George Bush, en 1987
y 1988, para beneficiar a nuevos
inmigrantes judíos y rusos, quitó
el 40% del presupuesto al proyec-
to aprobado un año antes por el
Congreso (la Ley Simpson-Rodi-
no), destinado a la amnistía inme-
diata de 4 millones de inmigran-
tes ya establecidos, legalizando
sólo a la mitad y dejando fuera del
programa a 2 millones de inmi-
grantes, la mayoría mexicanos. A
estos habría que sumar los que in-
gresaron y se establecieron como
indocumentados en los últimos 12
años, que prácticamente viven y
trabajan en la clandestinidad.

4. La contratación de Trabajadores
Huéspedes provocaría, en la prác-
tica, una presión hacia la baja de
los salarios devengados por los in-
migrantes. Según la Administra-
ción Clinton, la línea de la pobre-
za en los Estados Unidos es de
$19,900 dólares por año, lo que
equivale a ganar casi $10 dólares
la hora (40 horas semanales, a ra-
zón de 52 semanas trabajadas al
año). Pero, el salario mínimo fede-
ral es de $5.25 dólares la hora (en
California es de $5.75). En México
es de poco menos de $3 dólares el
día. Gran diferencia, por eso es
atractivo para nuestros paisanos
cruzar a los Estados Unidos, aún
arriesgando la vida. Sin embargo,
resulta que los mexicanos en la
Unión Americana, documentados
o no, difícilmente ganan los $5.25
dólares la hora, y no hay razón
para que esto cambie. Al contra-
rio, un nuevo Programa Bracero
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enfrentaría a los propios latinos,
unos por trabajar sin importar las
condiciones laborales y el ingreso,
y otros porque se les reconozca sus
derechos y se incremente su sala-
rio. En el área de Los Angeles, por
ejemplo, laboran aproximada-
mente 250,000 mujeres inmigran-
tes en la industria de la costura (la
industria de “La Garra”, le dicen),
150,000 reconocidas legalmente.
Estas mujeres trabajan a destajo,
a razón de 1 penny (1 centavo de
dólar) la pieza (manga, botón, bol-
sa, etc.). No ganan el salario míni-
mo, aunque sí las obligan a recibir
los “tickets” para simular el sala-
rio legal. A diferencia, en la fla-
mante zona industrial del “Corre-
dor Alameda”, en el área de Los
Angeles, que genera anualmente
40 mil millones de dólares, se pa-
gan de los mejores salarios, pero
sólo el 0.4% de los obreros perte-
necen a las minorías étnicas.

Dicen nuestros paisanos en los Es-
tados Unidos: “Primero nos dan los
trabajos gachos y luego nos acusan de
provocar la pobreza”. Esta expresión
es generada por un estudio reciente-
mente aparecido en la Unión America-
na, que acusa a los inmigrantes indo-
cumentados de ser los causantes del
incremento de la pobreza en ese país.

Como se ve, la solución al asunto mi-
gratorio, para ellos, es controlar la
frontera y regular el flujo de trabaja-
dores mediante el Programa Brace-
ro. Para el gobernador de California,
Gray Davis, esto es “manejar la mi-
gración entre los dos países de ma-
nera legal”. Se empieza a perfilar y a

legitimar, así, una nueva imposi-
ción (¿ingenuidad o complicidad de
nuestros gobernantes?).

Como un detalle curioso: De entre los
510 invitados formales a la XVII
Conferencia de Gobernadores Fron-
terizos, no se incluyó a ningún repre-
sentante de las ONG de apoyo a mi-
grantes. Y en una encuesta realizada
entre los invitados por el periódico ti-
juanense “Frontera”, el 29.4% de los
asistentes manifestó que el tema de
mayor interés era el relativo al Desa-
rrollo Económico. A diferencia, sólo
el 5.8% expresó como interés princi-
pal el tema migratorio. Cosas de la
vida: a los norteamericanos les inte-
resa la mano de obra barata de nues-
tros inmigrantes, y a nuestros em-
presarios y funcionarios, el “Desa-
rrollo Económico”.

Tijuana, B.C., septiembre de 1999.

4. La “Nueva Política
Migratoria” del Gobierno

Mexicano

Recientemente, el gobierno mexi-
cano ha empezado a establecer algu-
nas bases para definir una política ge-
neral respecto a la problemática mi-
gratoria en nuestro país, pero que no
considera ninguna posibilidad de es-
tablecer acuerdos laborales con Esta-
dos Unidos (que no sean los ya men-
cionados de “trabajadores huéspe-
des”). Según el Subsecretario de Po-
blación y Servicios Migratorios de la
Secretaría de Gobernación, César
Bécker, “la política migratoria del go-
bierno mexicano se formula y aplica a
partir del reconocimiento de que so-
mos un país de origen, destino y trán-
sito de importantes flujos migrato-
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rios”. En este sentido, apunta Bécker,
esta política se ha propuesto tres obje-
tivos centrales:

“Primero, definir y actualizar de
manera permanente normas, crite-
rios y procedimientos en la materia
que contribuyan al desarrollo nacio-
nal en todos los ámbitos: económico,
social, cultural, científico y tecnoló-
gico, mediante el otorgamiento de
facilidades a los flujos que se consi-
deren benéficos para el país.
Segundo, ejercer las facultades de
vigilancia migratoria en el territorio
nacional, con estricto apego a la ley y
pleno respeto a los derechos huma-
nos de los migrantes.
Tercero, elevar la calidad de los ser-
vicios migratorios mediante la sim-
plificación de trámites, el desarrollo
del personal, la modernización tec-
nológica, el fortalecimiento de la efi-
ciencia administrativa, la colabora-
ción interinstitucional, la precisión
del ejercicio de la facultad discrecio-
nal y el fomento de una cultura y ho-
nestidad." (Comisión de Asuntos
Migratorios del Senado de la Repú-
blica, 1996, pp. 17-18).

Los 20 programas de trabajo ins-
trumentados por el Instituto Nacional
de Migración dentro de estos objetivos
y el marco jurídico establecido para
tales aspectos, mediante la iniciativa
de reformas a la Ley General de Po-
blación enviada por el presidente Ze-
dillo al Congreso, apuntan principal-
mente, por un lado, a ejercer un mayor
control sobre los flujos migratorios,
tanto de mexicanos hacia Estados
Unidos, como de otros países, princi-
palmente centroamericanos a México;
y estableciendo mayores sanciones al
tráfico de indocumentados, todo ello

bajo la bandera de “salvaguardar los
derechos humanos en el país” para
dar cumplimiento a “los compromisos
internacionales adquiridos en la ma-
teria, particularmente con nuestros
vecinos países de Centroamérica” y
para “dar congruencia a las acciones
de política exterior y contar con la au-
toridad moral para defender los dere-
chos de nuestros connacionales en
EUA.” (Instituto Nacional de Migra-
ción, 1996, p. 1)

Y, por el otro lado, los programas y
reformas mencionados apuntan tam-
bién al establecimiento de mayores
facilidades para el ingreso de hom-
bres de negocios, inversionistas, aca-
démicos, científicos y técnicos, lo cual
está acorde con el capítulo XVI del
TLCAN sobre “ENTRADA TEMPO-
RAL DE PERSONAS DE NEGO-
CIOS”. Este capítulo muestra, una
vez más, que el TLCAN es algo más
que un acuerdo sobre comercio (Arro-
yo, 1993). Incluye muchos elementos
que sobrepasan el alcance estricta-
mente comercial y que no se encuen-
tran en instituciones como el GATT
-ahora inmerso en la OMC-, que es el
acuerdo sobre comercio más amplio a
nivel internacional.

En este capítulo se abordan par-
cialmente temas migratorios, y es que
el facilitar la entrada temporal de
personas de negocios se presentó por
los negociadores como una consecuen-
cia derivada del conjunto del TLCAN.
Si se quiere intensificar el comercio y
la inversión entre los países signata-
rios, parece conveniente que hay que
facilitar la entrada de agentes que
realicen tales actividades. Sin embar-
go no es una necesidad insuperable,
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ni la única alternativa. De no haberse
pactado estas facilidades de entrada
de agentes del capital, los inversionis-
tas o comerciantes extranjeros se ve-
rían obligados a contratar personal
mexicano para tales actividades, lo
que tendría efectos en el nivel de em-
pleo de múltiples profesiones. El au-
mentar la oferta de empleos profesio-
nales es una necesidad urgente en
nuestro país, como lo reflejan varia-
dos estudios que muestran el gran
porcentaje de profesionistas que no vi-
ven ni se dedican a su profesión.

Pero como se ha visto, el TLCAN
avanza en la libre movilidad del capi-
tal: mercancías, servicios, inversiones,
personas de negocios; pero excluye la
movilidad del factor mano de obra.

En este sentido, vemos cómo la po-
lítica migratoria del actual gobierno
mexicano responde más a los linea-
mientos de las políticas de inmigra-
ción de Estados Unidos y de la regio-
nalización de las mismas; así como a
los intereses de la Unión Americana
dentro del TLCAN, que a los intereses
de los trabajadores mexicanos. Esto
se muestra claramente en la “DE-
CLARACIÓN CONJUNTA ADOP-
TADA POR EL PRESIDENTE DE
MÉXICO Y EL PRESIDENTE DE
LOS ESTADOS UNIDOS SOBRE
MIGRACIÓN”, firmada durante la
visita de Clinton a la Ciudad de Méxi-
co a principios de mayo de 1997, y
como una de las respuestas de que el
TLCAN no se renegociaría. En esta
declaración (El Universal, 9-V-1997) ,
se plantea que

“Durante los dos últimos años, a tra-
vés de varios mecanismos, nuestros

gobiernos han sostenido consultas e
intercambios de información y han
alcanzado significativos avances en
el tratamiento bilateral de asuntos
tales como protección consular y los
derechos humanos de los migrantes,
así como los esfuerzos para comba-
tir el tráfico de personas. Este diálo-
go constructivo representa un pri-
mer paso que debe conducir a pro-
puestas específicas para adminis-
trar, en beneficio mutuo, la migra-
ción entre nuestras naciones.”

Para lograr tal objetivo, se plantea
en el documento, los dos gobiernos
reafirman su compromiso de fortale-
cer la cooperación bilateral para la ad-
ministración de este fenómeno. Y en-
tre los principios en que habrán de
guiarse, está el de:

“El derecho soberano de cada Estado
a formular y aplicar sus leyes migra-
torias en la forma que mejor conven-
ga a sus intereses nacionales, siem-
pre de conformidad con las normas
del derecho internacional y en un es-
píritu de cooperación bilateral.”

Vemos, sin embargo, que Estados
Unidos es el que marca la pauta para
aplicar sus leyes migratorias como
mejor le conviene a sus intereses, y
que el gobierno mexicano está colabo-
rando con muchas de estas medidas
principalmente en la zona fronteriza
con esa nación, con acciones anticri-
men y contra el tráfico de personas
llevadas a cabo por los grupos policia-
cos especiales llamados Beta, y otras
acciones realizadas por otras depen-
dencias policiacas y el ejército (ahora
unidos dentro de la Policía Federal
Preventiva), bajo el pretexto del com-
bate al narcotráfico. Pero también en
la frontera sur el gobierno mexicano
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está aplicando medidas migratorias
copiadas o “MADE IN U.S.A.” (Sando-
val, 1997).

La Unión Americana ha venido im-
pulsado algunas estrategias para re-
gular la migración (particularmente
la indocumentada) en su ámbito geo-
gráfico inmediato, principalmente a
través de dos mecanismos que se han
estado desarrollando rápidamente,
sentando las bases para hacerlo a ni-
vel continental a través de un tercer
mecanismo:
a) las nuevas leyes estadounidenses

sobre inmigración (que criminali-
za a los inmigrantes indocumenta-
dos pero también a los legales)
(Illegal Immigration Reform and
Immigrant Responsibility Act of
1996, Public Law) y contra el terro-
rismo (Kesselbrener, 1996), -y que
fueron aprobadas por el Congreso
de ese país en septiembre y abril de
1996, respectivamente-; donde se
establecen algunas medidas que
regionalizan de hecho tales políti-
cas, como por ejemplo, el combate
al tráfico de indocumentados y el
establecimiento de “estaciones de
preinspección” en 10 aeropuertos
de países de los cuales parten el
mayor número de extranjeros
inadmisibles hacia los Estados
Unidos.

b) la Conferencia Regional de Migra-
ción celebrada en la Ciudad de
Puebla, México, en marzo de 1996,
donde los diez países que confor-
man las áreas de Norteamérica y
Centroamérica, acordaron tomar
medidas principalmente para con-
trolar los flujos de migrantes indo-

cumentados extraregionales, com-
batiendo para ello a las organiza-
ciones criminales que trafican con
los indocumentados (Conferencia
Regional sobre Migración, 1996).
Esta Conferencia se ha realizado
ya en otras tres ocasiones en las
ciudades de Panamá (1997), Otta-
wa, Canadá (1998) y San Salvador,
El Salvador (1999), para estable-
cer un Plan de Acción y para anali-
zar el cumplimiento de las metas
de éste.

c) la II Cumbre de las Américas, rea-
lizada en el mes de abril de 1998 en
Santiago de Chile, donde los Jefes
de Estado y de Gobierno de todo el
Continente, con excepción de
Cuba, incorporaron en su Declara-
ción y Plan de Acción la dimensión
migratoria, haciendo énfasis en el
derecho soberano de cada Estado a
formular y aplicar su propio marco
jurídico y políticas migratorias. Y
a establecer acuerdos bilaterales o
multilaterales pero de carácter li-
mitado (II Cumbre de las Améri-
cas, 1998). Estas políticas y acuer-
dos, sin embargo, estarán constre-
ñidos por las medidas tomadas en
los mecanismos mencionados en
los dos puntos anteriores.
Así, en el proceso de transnaciona-

lización del modelo económico neoli-
beral, las elites tecnócratas que ac-
tualmente detentan el poder en los
países de este continente -los cuales
asumen como propio dicho modelo y
del que son los representantes a nivel
local- también están de acuerdo en
impulsar medidas similares o “MADE
IN U.S.A.”, respecto a la problemática
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migratoria. Y el gobierno mexicano es
el que más ha colaborado para ello.

Como se puede ver, la regionaliza-
ción de la regulación de los flujos mi-
gratorios en el área de Norteamérica
(México incluido) y Centroamérica
está en marcha de manera formal.
Pero ya se prevé la ampliación de esta
regulación para incluir también al
resto del continente. Desde la primera
Conferencia Regional sobre Migra-
ción, donde se propuso llevar a cabo el
segundo encuentro en Panamá, se
consideró la posibilidad de invitar
como observadores, a algunos países
de Sudamérica. A esta reunión no
asistieron más que los 10 países de la
Conferencia, pero se contó con la par-
ticipación de representantes de la Or-
ganización Internacional para las Mi-
graciones (OIM), la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe
(CEPAL), el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID) y el Alto Comisiona-
do de Naciones Unidas para Refugia-
dos (ACNUR). Ahí se decidió celebrar
la tercera reunión en Ottawa a la que
se invitarían, en calidad de observa-
dores, algunos países de América del
Sur y del Caribe. Y, en efecto, asistie-
ron en esa calidad representantes de
Colombia, Ecuador, Jamaica, Perú y
República Dominicana, países que
fueron propuestos en la Reunión del
Grupo de Consulta sobre Migración
realizado en Costa Rica, donde ade-
más el gobierno de la República de Ar-
gentina solicitó formalmente partici-
par en calidad de observador en la
Conferencia Regional.

La República Dominicana presentó
su solicitud para formar parte como

miembro de la Conferencia Regional
sobre Migración, sin embargo, los Vi-
ceministros plantearon la necesidad
de tener lineamientos para la acepta-
ción de nuevos miembros antes de to-
mar una decisión. Para la IV Confe-
rencia Regional sobre Migración en la
ciudad de San Salvador se acordó in-
vitar como observadores a Colombia,
Ecuador, Jamaica, Perú, República
Dominicana y el Banco Interamerica-
no de Desarrollo (BID).

Por otro lado, y como ya se mencionó
más arriba, en la Declaración y el Plan
de Acción de la II Cumbre de las Améri-
cas, se incluyó la dimensión migratoria.
Sin embargo, los enunciados y propues-
tas no rebasan el marco establecido en
la Conferencia Regional sobre Migra-
ción; y, por supuesto, están dentro del
espíritu del Tratado de Libre Comercio
de América del Norte (TLCAN), en don-
de no se incluyó la dimensión migrato-
ria bajo el supuesto de que será el libre
comercio la solución del problema mi-
gratorio a largo plazo.

5. Elementos para una
Estrategia Conjunta de la

Sociedad Civil y del Estado,
Sobre la Migración Laboral
México-Estados Unidos:

A Manera de Conclusiones

Actualmente la migración de mexi-
canos a Estados Unidos es un proble-
ma que adquiere nuevas aristas ante,
por un lado, el evidente fracaso de las
políticas económicas que, entre otras
muchas cosas, prometieron atacar las
causas de la migración con la genero-
sidad de la desregulación y el libre co-
mercio; y por otro, el incremento de
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operaciones e iniciativas guberna-
mentales y civiles antiinmigrantes.

Las organizaciones sociales, políti-
cas y sindicales de ambos países han
desarrollado durante décadas una in-
tensa labor de educación pública y
protección de los derechos humanos y
laborales de los trabajadores migran-
tes, y han intentado influir en las le-
gislaciones y políticas que les afectan.
Con resultados desiguales, sus accio-
nes han contribuido de manera sus-
tancial a crear una corriente de opi-
nión que, tanto en México como en Es-
tados Unidos, favorece la búsqueda de
soluciones humanitarias; justas e in-
tegrales al problema.

Dichas organizaciones enfrentan
hoy el reto de consolidar y hacer crecer
esa corriente de opinión; articular sus
acciones de manera más estrecha; re-
definir estrategias comunes; e influir
de forma más decisiva en los procesos
legislativos y en la administración de
políticas sobre trabajadores migran-
tes en ambos países.

Creemos necesario hacer un mayor
esfuerzo en la sistematización de los
elementos de análisis sobre esta pro-
blemática, así como de las diversas
formas organizativas y experiencias
de lucha que se dan en relación a la de-
fensa de los trabajadores migrantes
en ambos lados de la frontera, para el
desarrollo de una estrategia civil so-
bre la migración laboral México-Esta-
dos Unidos; exigiendo, al mismo tiem-
po, que el Estado mexicano las haga
suyas para una estrategia conjunta.
Para ello consideramos tomar en
cuenta las siguientes cuestiones (Oso-
rio y Sandoval, 1995):

I. Puntos de Partida

El de la migración laboral México-
Estados Unidos es un tema que no ad-
mite aproximaciones simplistas ni so-
luciones parciales. El reto para los go-
biernos y las sociedades de ambos paí-
ses es dotarse de una perspectiva
compensatoria del problema, así
como de espacios e instrumentos que
permitan encontrar soluciones inte-
grales y duraderas al mismo. En ese
camino, algunos criterios básicos a
considerar son:
1. La migración laboral México-Es-

tados Unidos es un fenómeno his-
tórico, arraigado como alternati-
va de empleo y progreso social en
la cultura de numerosas comuni-
dades y amplios sectores de la po-
blación.

2. La migración laboral México-Es-
tados Unidos es un fenómeno so-
cial, dinámico y complejo como lo
demuestran, entre otros indica-
dores, los cambios que se aprecian
en el perfil de los trabajadores mi-
gratorios: sexo, edad, escolaridad,
origen geográfico, etcétera.

3. La migración laboral México-Es-
tados Unidos es un fenómeno en
cuyas causas comparten respon-
sabilidad ambos países. La inca-
pacidad de México para crear al-
ternativas domésticas de empleo
y progreso social, es lo mismo pro-
ducto de deficiencias estructura-
les de su economía y políticas ina-
decuadas, que de su condición de
dependencia con respecto a los
Estados Unidos. La oferta de em-
pleo generada en este último país,
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de manera específica para los tra-
bajadores inmigrantes, en el afán
de abatir costos y lograr ventajas
comparativas en determinados
sectores productivos, es un factor
que no puede soslayarse.

4. La conversión del fenómeno mi-
gratorio en un problema binacio-
nal ha sido resultado, fundamen-
talmente, de la ausencia de un
marco jurídico justo y estable que
lo regule, y de la aplicación discre-
cional de medidas que sólo consi-
deran cuestiones económicas y po-
líticas inmediatas.

5. La búsqueda de soluciones inte-
grales y duraderas al problema de
la migración laboral México-Esta-
dos Unidos, debe tener como base
la plena vigencia de los convenios
internacionales sobre derechos
humanos, protección al trabajo en
general y a los trabajadores mi-
gratorios en particular.

6. La búsqueda de soluciones inte-
grales y duraderas al problema de
la migración laboral México-Esta-
dos Unidos debe pasar por una
profunda revisión del modelo de
desarrollo y las políticas económi-
cas vigentes, y por un efectivo es-
tímulo al crecimiento regional y
sustentable.

7. El problema de la migración labo-
ral México-Estados Unidos tiene
que ser enfrentado con un conjun-
to articulado de disposiciones le-
gales, instituciones, medidas e
instrumentos que atiendan toda
su complejidad y se apoyen en un
verdadero compromiso político bi-
nacional.

8. La participación y vigilancia de
las organizaciones civiles (socia-
les, sindicales, de derechos huma-
nos) es una condición ineludible
para organizar la aplicación justa
y transparente de las disposicio-
nes legales y las políticas encami-
nadas a enfrentar el problema de
la migración laboral México-Esta-
dos Unidos. Se requieren canales,
espacios e instancias permanen-
tes y con reconocimiento oficial
para que las mismas adquieran
plena vigencia.

II. Elementos para una
Estrategia Conjunta de la
Sociedad Civil y el Estado

Una estrategia de las organizacio-
nes civiles de cara a la problemática
de la migración laboral México-Esta-
dos Unidos, debe partir de una cuida-
dosa lectura de la actual coyuntura y
de las tendencias de las políticas gu-
bernamentales de ambos países.
Debe así mismo considerar realística-
mente las posibilidades de acción, je-
rarquizar objetivos y promover un
amplio tejido de alianzas en torno a
temas específicos. Debe, finalmente,
exigir al Estado elaborar una política
sobre migración que incorpore los ele-
mentos de análisis y las propuestas
surgidas “desde abajo”.

En nuestra perspectiva, los ejes de
esa estrategia podrían ser:

A) La elaboración e impulso de pro-
puestas para un nuevo marco ju-
rídico institucional, que permita
buscar soluciones integrales y
duraderas al problema de la mi-
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gración laboral México-Estados
Unidos.

B) La realización de acciones coor-
dinadas en defensa de los dere-
chos de los trabajadores migran-
tes y en contra de las iniciativas
de ley, las operaciones federales
y las campañas antiinmigran-
tes.

A) Marco Jurídico Institucional
En el debate sobre el tema se han he-

cho diversas propuestas. Las opciones
que se señalan a continuación no son
todas y tampoco son necesariamente
excluyentes, de hecho podrían adoptar-
se de manera complementaria.

A.1. Adhesión a y aplicación de
instrumentos internacionales.

A pesar de sus limitaciones, los ins-
trumentos internacionales adoptados
en el marco del sistema de las Nacio-
nes Unidas, han demostrado su utili-
dad como marco de referencia o piso
mínimo a partir del cual desarrollar
soluciones regionales o nacionales
más acabadas.

En estos momentos es importante
difundir y promover la adhesión a y
la observancia de los Convenios 97 y
143 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo (OIT), relativos a los
trabajadores migrantes; y, de mane-
ra más enfática, la “Convención In-
ternacional Sobre la Protección de
los Derechos de Todos los Trabajado-
res Migratorios y de sus Familiares”,
aprobada en diciembre de 1990 por
la Asamblea General de ONU. Méxi-
co ya ha ratificado esta convención,
pero debemos exigir que el gobierno
mexicano impulse con sus pares lati-
noamericanos y con Estados Unidos

la firma y/o ratificación de este instru-
mento sin reservas.

A.2. Adopción de un Acuerdo
Marco en Materia de Migración
Laboral.

Durante el proceso de negociacio-
nes del Tratado de Libre Comercio de
América de Norte (TLCAN), los go-
biernos de México y los Estados Uni-
dos firmaron un Entendimiento en
materia de protección al trabajo, que
consistía básicamente en compromi-
sos para el intercambio de informa-
ción, y el estudio de mecanismos para
hacer efectivos los derechos laborales
vigentes en cada país. Un instrumen-
to de esta naturaleza, para el tema de
la migración laboral con estatus jurí-
dico secundario y escasa capacidad
vinculatoria, podría sin embargo re-
presentar un primer rumbo a conve-
nios más eficaces.

A.3. Adopción de un Tratado o
Acuerdo de Protección a los Tra-
bajadores Migrantes.

Los gobiernos de México y los Esta-
dos Unidos están obligados a pasar
del terreno de las declaraciones de in-
tención, al de los compromisos serios
y acordes con el derecho internacional
para enfrentar el problema de la mi-
gración laboral. Una manera de lo-
grarlo sería establecer un Tratado o
Acuerdo de Protección a los Trabaja-
dores Migrantes, que fijara un piso
mínimo de derechos a respetar, meca-
nismos eficaces y transparentes de
aplicación, incluso sanciones contra
quienes no lo observasen. Este instru-
mento podría incluirse como un tercer
acuerdo paralelo al TLCAN, con pro-
cedimientos más ágiles de denuncia y
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un esquema de sanciones comerciales
dirigidas a los responsables directos
de violaciones al mismo; o contar con
un perfil jurídico propio. En todo caso,
su elaboración y administración debe-
ría contar con una amplia y perma-
nente participación de organizaciones
civiles (sindicales, sociales y de dere-
chos humanos).

A.4. Adopción de Acuerdos de
Cuotas para Inmigrantes Legales.

En el caso de las cuotas anuales es-
tablecidas para el ingreso de inmi-
grantes mexicanos legales a Estados
Unidos, el gobierno de México debe
pugnar porque éstas aumenten; y
también para que no se limite una de
las vías de inmigración legal a través
de la reunificación familiar, la cual se
está tratando de constreñir por medio
de la aplicación de la nueva ley de in-
migración aprobada en septiembre de
1996 por el Congreso estadounidense.

A.5. Creación de una Comisión
Binacional de Protección a los
Trabajadores Migrantes.

Para garantizar la adecuada apli-
cación de un Tratado o Acuerdo como
los descritos en los parágrafos ante-
riores, deberá crearse una Comisión
Binacional de Protección a los Traba-
jadores Migrantes. Integrada por re-
presentantes de los gobiernos, de los
Congresos, de los empleadores, de los
propios trabajadores (por medio de or-
ganizaciones sindicales, redes regio-
nales e internacionales, coordinado-
ras y otras) así como de organismos de
defensa de los derechos humanos, di-
cha Comisión tendría entre sus fun-
ciones: presentar propuestas legisla-
tivas, conocer denuncias de violacio-

nes al convenio, elaborar recomenda-
ciones; y, en su caso, establecer san-
ciones contra los responsables.

A.6. Creación de un Fondo Bi-
nacional para Desestimular la
Migración Laboral México-Esta-
dos Unidos.

Ninguna estrategia para enfrentar
el problema de la migración laboral
México-Estados Unidos tendrá viabi-
lidad a mediano y largo plazo, si no
considera mecanismos para promover
el desarrollo regional y sectorial de
las fuentes expulsoras.

Un instrumento para promover
dicho desarrollo, además de los in-
dispensables cambios en las políti-
cas económicas, podría ser un Fondo
para Desestimular la Migración La-
boral México-Estados Unidos. El
Fondo podría ser parte del Banco
Norteamericano de Desarrollo
(NADBank), o contar con una moda-
lidad institucional específica. Una
fuente complementaria a éstas po-
drían ser las remesas en dólares que
envían los trabajadores, estable-
ciéndose formas adecuadas para su
canalización, en las cuales los pro-
pios trabajadores y sus organizacio-
nes en ambos lados de la frontera
participarían en la toma de decisio-
nes y en su instrumentación. En
todo caso, se requerirían definir con
extremo cuidado sus esquemas de fi-
nanciamiento; sus criterios y formas
de operación; y los mecanismos de
participación y vigilancia de la so-
ciedad civil, de forma que no repre-
sente nuevas cargas financieras
para México y sus beneficios lleguen
efectivamente a los inmigrantes.
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A.7. Creación en México de la
Procuraduría Federal de Protec-
ción a los Trabajadores Migrantes.

México requiere de un mecanismo
institucional para el estudio y segui-
miento del fenómeno de la migración
laboral México-Estados Unidos; para la
defensa efectiva de los derechos de los
trabajadores migrantes; y para la pro-
moción de soluciones integrales y dura-
deras al problema que representan. Di-
cho mecanismo podría adquirir la for-
ma de una Procuraduría Federal de
Protección a los Trabajadores Migran-
tes, a condición de ser una institución
con capacidad política y operativa real;
dotarse de personal sensible y capacita-
do; y contar con instancias de participa-
ción y vigilancia de la sociedad civil.

B) Acciones en Defensa de los
Derechos de los Trabajadores Mi-
grantes.

La intensificación de operaciones
federales y campañas antimigrantes
en los Estados Unidos ha motivado que
numerosas organizaciones sociales,
sindicales, de derechos humanos y
otras de ambos lados de la frontera, es-
tén impulsando muy diversas iniciati-
vas en defensa de los derechos huma-
nos y laborales de los trabajadores mi-
grantes. Dichas iniciativas requieren,
ahora más que nunca, de articularse
para estar en condiciones de cumplir
con sus objetivos. Algunas líneas de
trabajo en ese camino podrían ser:

B.1. El impulso de campañas co-
ordinadas de sensibilización pú-
blica y difusión de propuestas al-
ternativas.

Ante las condiciones de desventaja
frente a los medios utilizados por go-

biernos y grupos antiinmigrantes, es
preciso compartir y optimizar los re-
cursos de que dispone las organizacio-
nes sociales, para lograr una mayor
cobertura y más fuerte impacto en la
opinión pública de ambos países. Se
requiere además de recuperar la vas-
ta experiencia adquirida por los gru-
pos civiles de ambos países en el desa-
rrollo de sus actividades cotidianas de
comunicación y educación ciudadana.

B.2. El impulso de estrategias
coordinadas de cabildeo (lobby).

Se requiere de una campaña de
“lobbying” intenso ante autoridades
federales y estatales, congresos y aso-
ciaciones empresariales, con objeto de
promover las propuestas de la socie-
dad civil y lograr compromisos míni-
mos de respeto a los derechos de los
trabajadores migrantes. En lo inme-
diato el punto central de la agenda de
lobby es la suspensión de acciones fe-
derales antiinmigrantes en la fronte-
ra, como elemento indispensable para
atemperar el clima de violencia y per-
secución que impera en la misma.

B.3. El impulso de campañas
coordinadas en demanda de com-
promisos gubernamentales más
claros, en la búsqueda de solucio-
nes integrales y duraderas al pro-
blema de la migración laboral
México-Estados Unidos.

Para sentar las bases mínimas de
los compromisos de los gobiernos se
requeriría, en México, de una más
amplia, activa y efectiva utilización
de los recursos diplomáticos por parte
de la Cancillería; y en los Estados
Unidos, por una más sensible y res-
ponsable actitud de las autoridades
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del Departamento de Justicia y otras
relacionadas con el tema.

B.4. La demanda de una óptima
y responsable utilización de los
espacios de relación oficial entre
ambos gobiernos.

Es importante e imprescindible
que en lugar de la actual proliferación
de buenos deseos y compromisos en
abstracto, se pase a una etapa de bús-
queda bilateral de las soluciones ur-
gentes que el tema demanda.

B.5. En la actual coyuntura de
México, se requiere de la partici-
pación no sólo económica, sino
política responsable de los mexi-
canos en Estados Unidos.

Adquiere especial relevancia im-
pulsar una amplia y democrática dis-
cusión sobre los mecanismos de parti-
cipación en el proceso electoral del año
2006 en nuestro país, una vez que el
derecho al voto para los mexicanos en
el extranjero fue aprobado por todos
los partidos representados en el Con-
greso, pero que resultó bloqueado por
los senadores del PRI para su ejercicio
en las elecciones del 2000. En este
sentido, el gobierno mexicano no debe
poner trabas de carácter técnico para
que la participación en dichas eleccio-
nes sea lo más amplia posible por par-
te de los mexicanos que residen en Es-
tados Unidos independientemente de
su estatuto migratorio (residentes le-
gales o indocumentados).

Consideramos que hoy día es facti-
ble avanzar en esta vía que hemos tra-
zado someramente, y que en la medida
en que la sociedad civil -en particular
las organizaciones que han tomado
cartas en la defensa activa de los tra-

bajadores inmigrantes-, influya cada
vez más en los diferentes niveles deci-
sorios de ambos gobiernos, el proble-
ma migratorio adquirirá una dimen-
sión más justa e importante para una
mejor relación entre los dos países.
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